
 

 
 

Políticas para la recuperación y el cambio como respuesta a la pandemia 

Versión resumida 

Adoptado en el Comité Ejecutivo de la FSESP del 24-25 de noviembre de 2020 
 
La pandemia del Covid-19 ha tenido un enorme impacto sobre los trabajadores y nuestras 
comunidades. A los países europeos se les ha exigido una respuesta masiva tanto en términos 
de gestión del impacto directo sobre la salud como para solucionar el efecto de repercusión de 
las medidas de emergencia.   
 
Se han emprendido numerosas iniciativas, en algunos casos sin precedentes, para abordar los 
efectos de naturaleza económica y social. El objetivo no debería ser una vuelta a un mundo 
anterior al Covid-19 sino un mundo que aporte soluciones a algunos de los problemas 
fundamentales relacionados con la financiación del Servicio Público, la inversión pública y la 
desigualdad que impidieron una respuesta completa y efectiva frente a la pandemia.  
 
Ahora, hay que presionar a los gobiernos nacionales y las instituciones europeas y mundiales 
para que estas iniciativas a corto plazo se conviertan en cambios políticos a largo plazo. Se 
debe incluir la transformación fundamental de la financiación y la prestación de servicios 
públicos y una economía que opere para acabar con la desigualdad y la explotación y garantice 
una transición justa para solucionar el cambio climático.  

Esto supone afrontar los desafíos a corto, medio y largo plazo, incluyendo la necesidad de:  

• Reforzar la sanidad pública y los servicios sociales y la mejora de las condiciones 
salariales y laborales de los profesionales del sector, como es lograr unos niveles de 
dotación de personal seguros y efectivos, algo esencial para dar respuesta a las 
necesidades de los perceptores de la asistencia:  

• Garantizar la seguridad y salud de los trabajadores del servicio público;  

• Aumentar la financiación y la inversión en servicios públicos en general para garantizar la 
cantidad y calidad de la prestación, garantizar la financiación de las ciudades y 
municipios que han sufrido la pérdida de ingresos mientras han estado en primera línea 
de la lucha contra el Covid-19;  

• Considerar las medidas para aumentar los ingresos públicos a través de una fiscalidad 
progresiva que incluya como objetivos la riqueza y la propiedad al tiempo que se 
examinen iniciativas para evitar el aumento de la acumulación de deuda que podría 
minimizar la recuperación a largo plazo en algunos países;   

• Adoptar medidas que garanticen una recuperación económica sostenible de forma que 
aborden también las desigualdades y el cambio climático; 

• Fortalecer la negociación colectiva y el dialogo social y los derechos de los trabajadores 
del servicio público y los sindicatos reconociendo, en concreto, el papel fundamental de 
los trabajadores de primera línea que han mantenido la unidad de nuestras sociedades 
durante la pandemia; y  
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• Volver a plantear el papel de las instituciones europeas y mundiales a la hora de ofrecer 
una coordinación efectiva como respuesta a la pandemia, en concreto, en sectores clave 
como es la asistencia sanitaria y social.  

Los sindicatos de servicios públicos de Europa trabajarán para:  

1. Mejorar la organización y financiación de los servicios sociales y de salud a fin de cumplir 
con el derecho humano a la salud y los cuidados;  

2.  Aumentar la financiación e inversión en servicios públicos en general para contribuir a una 
sociedad socialmente justa;  

3. Garantizar la financiación de la recuperación y el uso de los fondos en línea con el Green 
Deal y el Social Deal y de los aspectos relacionados con la negociación colectiva y el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales;  

4. Estabilidad de las finanzas públicas a plazo más largo basada en la justicia fiscal; 

5. Consolidación de la negociación colectiva y el dialogo social y los derechos de los 
trabajadores de los servicios públicos y sindicatos;  

6. Para abordar nuevas formas de trabajo;  

7. En relación con las propuestas para un reajuste de la Eurozona, la Unión Europea y una 
Europa ampliada; y  

8. En relación con las comunicaciones, la presión y campañas necesarias para la consecución 
de nuestros objetivos.  
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Políticas para la recuperación y el cambio como respuesta a la pandemia 

La pandemia del Covid-19 ha exigido de parte de los países europeos una respuesta 
masiva, tanto en términos relativos a las implicaciones directas que tiene para la salud como 
en los efectos desencadenantes de las medidas de emergencia, incluyendo el 
confinamiento estricto que ha clausurado amplios sectores de la economía. El hecho de que 
este tipo de políticas se hayan adoptado y aplicado con poca antelación demuestra lo que 
pueden llegar a hacer los gobiernos si tienen voluntad de emprender una acción radical. 
Ahora, es necesario presionar a los gobiernos nacionales e instituciones europeas y 
mundiales para que estas iniciativas a corto plazo se conviertan en cambios políticos a largo 
plazo, de forma tal que supongan una transformación fundamental en la financiación y 
prestación de los servicios públicos, y en cuanto al funcionamiento de la economía que 
trabaja para acabar con la desigualdad y la explotación, y garanticen una transición justa 
para abordar el cambio climático. 

Hay una serie de cuestiones y acciones fundamentales que se deben emprender a corto, 
medio y largo plazo, para abordar:  
 

• El fortalecimiento de la salud pública y los servicios sociales y las mejoras en las 
condiciones salariales y laborales de los trabajadores del sector, incluyendo 
disposiciones relativas a la dotación de personal, dependiendo de las necesidades de 
los receptores de la asistencia. 

• La salud y la seguridad de los trabajadores de los servicios públicos y la relación 
esencial con la salud pública.  

• La financiación e inversión en servicios públicos en general para garantizar la cantidad y 
calidad de la prestación., garantizando la financiación para las ciudades y municipios 
que han padecido y continuarán sufriendo la pérdida de ingresos mientras que han 
estado en la primera línea de lucha contra el Covid-19.  

• La necesidad de medidas que garanticen una recuperación económica sostenible que 
aborden la necesidad de solucionar tanto las desigualdades, como el cambio climático y 
la prestación urgente de formación y de empleo de calidad para los trabajadores más 
jóvenes.  

• La consolidación de la negociación colectiva y el dialogo social y los derechos de los 
trabajadores del servicio público y los sindicatos reconociendo, en concreto, el papel 
esencial de los trabajadores de primera línea que han mantenido unidas nuestras 
sociedades durante la emergencia.  

• Plantear de nuevo la función de las instituciones europeas y mundiales a la hora de 
aportar una coordinación eficaz como respuesta a la pandemia, concretamente, en 
sectores clave como es la asistencia sanitaria.  

 
Corto plazo  
 
El impacto del COVID-19 ha puesto de manifiesto la tradicional precariedad de muchos 
sistemas de salud en términos de falta de preparación para afrontar el brote. Los 
trabajadores del sistema público de salud estuvieron a la altura del desafío, a menudo 
asumiendo un enorme riesgo para ellos mismos y sus familias. Trabajaron para acabar 
con la propagación de la infección, mientras que los dedicados a la asistencia social, en 
concreto, los de las residencias de mayores y la ayuda domiciliaria, que trabajaron en 
circunstancias extremadamente difíciles, a menudo, incluso, sin acceso a un equipo de 
protección individual básico.  
Los picos de infección en muchos países europeos durante agosto indicaban que la 
pandemia todavía no estaba bajo control y que los sistemas de salud y los trabajadores 
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sanitarios continúan enfrentándose a serias presiones. Los gobiernos deben garantizar la 
capacidad y el equipamiento de los hospitales y sistemas de asistencia sanitaria y social 
para hacer frente. Muchos trabajadores soportaron cargas de trabajo excesivas durante el 
brote inicial. Nuestros sistemas de salud y asistenciales necesitan de una mayor dotación 
de personal y de una mejora de las condiciones laborales para tratar el estrés asociado al 
trabajo. Con frecuencia, los sistemas de salud y sus profesionales estuvieron soportando 
un estrés que excedía cualquier límite incluso antes de la crisis. La preparación ante las 
crisis implica la necesidad de una protección en materia de personal a fin de ser capaces 
de hacer frente a acontecimientos extraordinarios.   
 
A corto plazo, quedan por solventar los problemas relativos al suministro de EPI y los 
protocolos de seguridad. Si bien los trabajadores sanitarios deben seguir siendo la 
prioridad, hay muchos otros grupos de trabajadores, en concreto, los que están en 
contacto directo con las personas, para quienes es difícil o casi imposible el 
distanciamiento social a fin de cumplir con los cuidados sociales y en las instituciones de 
reclusión, y carecen de los EPI que deben llevar para desempeñar su labor de manera 
segura. Aquí figuran, entre otros, los trabajadores de centros asistenciales, de ayuda a 
domicilio, otros servicios sociales y de educación, de asilo y migración, servicios relativos 
a los residuos, bomberos y las oficinas públicas de los ministerios y administraciones 
públicas. La cuestión no radica aquí solamente en la protección de la salud de los propios 
trabajadores sino también en garantizar la seguridad de los usuarios de los servicios, así 
como de los trabajadores de otros muchos sectores claves como el comercio minorista, el 
reparto y el transporte público, etc. 
 
Hay que realizar evaluaciones de riesgo sobre la infección por el Covid-19 que tengan 
encuentra tanto las condiciones del lugar de trabajo como las características psicológicas 
y físicas de los trabajadores. Se deben aplicar las medidas de prevención y protección 
necesarias o una alternativa a un puesto laboral libre de riesgos en el caso de los 
trabajadores particularmente vulnerables. 
Estas evaluaciones deben abordar también los riesgos específicos que se han identificado 
y a los que han tenido que hacer frente los trabajadores de las comunidades negra y de 
minorías étnicas. 
 
La cuestión aquí no reside únicamente en proteger la salud de los trabajadores 
propios/ellos mismos, sino garantizar la seguridad de los usuarios del servicio, así como la 
de los trabajadores de otros sectores clave, como la venta al por menor, el servicio de 
entrega de paquetería, el sistema de justicia y el transporte público, entre otros.   
 
 
Existe, además, la necesidad imperiosa de garantizar la producción y distribución de otros 
equipos médicos como son los ventiladores y mejorar las facilidades para realizar los test. 
Esto plantea cuestiones relativas a la capacidad de la UE y de los gobiernos nacionales 
para conseguirlos, así como las demandas para la conversión y/o el requisado de la 
capacidad productiva. Se debería instar a los gobiernos a adoptar políticas industriales 
que incluyan la creación o conversión de las fábricas locales para la producción de dichos 
bienes a fin de que garanticen el suministro, al tiempo que eviten un riesgo agudizado de 
corrupción. También está el papel que la UE puede y debe desempeñar a la hora de 
apoyar a los países vecinos, entre otros.  
 
Cuando los países han emprendido acciones para relajar las medidas de confinamiento 
es fundamental que los sindicatos participen en la negociación de las normas y 
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procedimientos que se deben aplicar con antelación ante cualquier vuelta gradual al 
trabajo. Estas normas y procedimientos, como los test del Covid-19, el suministro de 
mascarillas y las prácticas pertinentes en materia de salud y seguridad son incluso más 
importantes cuando existen evidencias de un aumento de las infecciones y se 
reintroducen medidas restrictivas a nivel nacional o local. Los sindicatos deben insistir en 
su función y reclamar la negociación de acuerdos como condición ante cualquier vuelta a 
la normalidad y a fin de garantizar la involucración de los servicios de salud y seguridad 
ocupacionales.  
 
 
Los desafíos a medio y más largo plazo  
 
En las ocho secciones siguientes figuran los principales desafíos a abordar:   
 

1. Organización y financiación de los servicios sociales y de salud pública (pág. 3) 
2. Financiación e inversión en servicios públicos en general (pág. 5) 
3. Financiación de la recuperación (pág.7) 
4. Finanzas públicas a plazo más largo (pág. 9) 
5. Consolidación de la negociación colectiva y el dialogo social y los derechos de los 

trabajadores del servicio público y los sindicatos (pág.10) 
6. Nuevas modalidades de trabajo (pág.12) 
7. La Eurozona, la Unión Europea y la Europa ampliada – propuestas para un reajuste 

(pág.13) 
8. Comunicación, presión y campaña (pág.14) 

 

1 Organización y financiación de los servicios sociales y de salud pública 

La crisis ha revelado cómo algunos países y regiones con mejores redes de asistencia sanitaria 
pública han tenido una mayor capacidad para gestionar la pandemia, mientras que otros no han 
contado con políticas apropiadas para dar respuesta a un brote como el Covid-19 y han 
fracasado a la hora de invertir adecuadamente en estrategias de salud pública y prevención 
más generales, como son la salud y seguridad ocupacionales. Sin embargo, se ha fallado 
también a la hora de mantener o incrementar la financiación de la asistencia sanitaria y social a 
fin de cumplir con las crecientes demandas de una población envejecida y a la hora de 
responder a las necesidades concretas en materia social y de salud de las áreas rurales.  

Aunque en muchos casos son los propios gobiernos nacionales quienes no han logrado aportar 
financiación adecuada a los servicios de salud, hay que considerar el papel de la Comisión 
Europea dentro de la Unión Europea. 

La presión inicial de imponer la austeridad poco después de la última crisis económica y 
financiera de 2008-2009 ha dejado un legado de servicios infrafinanciados, mientras que sus 
recomendaciones específicas por país en materia de salud se han centrado más en la cuestión 
de la rentabilidad que en la calidad y el acceso, presionando realmente a los gobiernos de 
algunos países para que redujeran su capacidad en términos de número de camas y unidades 
de cuidados intensivos. Las deficiencias del sector de cuidados sociales, principalmente, la 
atención a mayores, se ha visto también cruelmente expuesta en esta crisis. La insuficiencia de 
financiación y la inadecuada dotación de personal que ya caracterizaba al sector, con una oferta 
inadecuada de camas medicalizadas y servicios ambulatorios, que fueron ampliamente 
ignoradas en los primeros días de respuesta ante la emergencia hasta que se desveló la gran 
escasez de EPI junto con el alarmante número de fallecidos en algunas residencias de 
mayores. Esto plantea la importante cuestión de contar con una recopilación de datos eficaz 
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sobre las personas infectadas y fallecidas y el  pleno acceso a dichas estadísticas (CFE 
energie). Los sindicatos de servicios públicos deben centrar sus esfuerzos en fortalecer la 
asistencia sanitaria pública y abordar los problemas estructurales asociados a la falta de 
dotación de personal y los bajos salarios, y revertir la tendencia hacia la prestación privada  
mediante el incremento progresivo de la gestión pública directa tanto en la salud como en la 
asistencia social y garantizar la coordinación efectiva entre ambos sectores.  

Tanto los servicios de asistencia sanitaria como social dependen eminentemente de personal 
femenino, a menudo procedente de grupos étnicos minoritarios y negros y/o  migrantes. La 
mayoría están mal pagadas, su trabajo está infravalorado y se enfrentan, en la asistencia social 
en especial, a condiciones laborales precarias impuestas por las empresas privadas y 
multinacionales, quienes han obtenido contratos ofertados por las autoridades locales con 
vistas a reducir costes como respuesta a los recortes de financiación procedentes del gobierno 
central. Existe una evidencia clara de algunos países donde los trabajadores negros y de otras 
minorías étnicas se han visto afectados de manera desproporcionada por la pandemia, muchos 
de ellos trabajando en primera línea, y quienes se concentran en trabajos de bajos salarios, a 
menudo, subcontratados y en hogares de bajos ingresos. Si se imponen las medidas de 
austeridad también se verían afectados de manera desigual en términos de empleo e ingresos.  

 
La consolidación de la negociación colectiva en materia de salud y, concretamente, en 
asistencia social, será clave para garantizar por parte de los sindicatos la negociación de 
mejoras salariales en materia de tiempo de trabajo y demás condiciones, especialmente 
en salud y seguridad. Además, es importante reconocer su papel en la contención de la 
pandemia. Aunque a corto plazo, esto pueda implicar bonificaciones especiales por las 
horas extraordinarias en entornos laborales de alto riesgo, hay que contar con una 
perspectiva a más largo plazo que aborde la necesidad de una revaloración fundamental 
de los puestos laborales en estos sectores.  
 
Puntos clave: 

• Reconocer el esfuerzo y la función del personal sanitario en la lucha contra el Covid-19 y 
asegurar financiación para incluir una provisión destinada a un incremento salarial 
continuo en la retribución del sector de la asistencia sanitaria y social que refleje la 
revaloración de los puestos laborales desempeñados predominantemente por mujeres.   

• Impulsar la capacidad y el acceso a los servicios de salud pública esenciales, 
aumentando su cobertura y eficacia, así como la titularidad y la gestión públicas, 
teniendo en cuenta las necesidades de los ciudadanos. 

• Aportar financiación adicional para una provisión en materia de asistencia sanitaria y 
social, e inversión para garantizar una dotación de personal segura y efectiva, un 
empleo de calidad y la capacidad disponible, y evitar jornadas laborales excesivas que 
expongan aún más a los trabajadores.  

• Garantizar que las residencias para mayores y otros servicios asistenciales de carácter 
residencial cuenten con protocolos de seguridad a fin de reaccionar con rapidez y 
proteger a los residentes y al personal en caso de un brote, además de introducir 
mecanismos para coordinar el intercambio de información y la respuesta en caso de 
pandemia.  

• Garantizar la continuidad de los servicios de apoyo y asistenciales y la estabilidad de los 
trabajadores de cuidados sociales. Todos los instrumentos para facilitar el acceso a los 
fondos nacionales y de la UE de los servicios sociales para lograr una ayuda económica 
inmediata destinada a los salarios y otros costes, incluida la financiación de respuestas 
innovadoras a la crisis, como es la prestación de apoyo a distancia.  
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• La integración plena de los cuidados a largo plazo dentro de los sistemas de protección 
social, incluido el seguro asistencial a largo plazo que cubra todos los gastos 
relacionados con la asistencia.  

• Garantizar los contratos permanentes y priorizar la jornada laboral completa y el empleo 
de calidad a lo largo de la asistencia sanitaria y social y adoptar medidas para la 
integración de los estudiantes y el personal precario, quienes han contribuido a luchar 
contra la pandemia.   

• Fortalecer la asistencia sanitaria y social para garantizar que las mejoras den respuesta 
a las necesidades de las comunidades locales, concretamente cuando los sistemas de 
salud se han centrado principalmente en la prestación hospitalaria.    

• Aumentar la capacidad de los planes nacionales de preparación. 
• Garantizar el suministro de equipos médicos de buena calidad y crear una reserva 

estratégica europea de equipos de protección individual y exigir un informe completo 
sobre la situación a nivel nacional y europeo.  

• Amentar el presupuesto de la UE destinado a la provisión de asistencia sanitaria de 
emergencia y mejorar la capacidad de la UE en la coordinación de los planes de 
preparación. Incluir en estos planes a los países candidatos y los países vecinos 
orientales y trabajar en la coordinación de dichos planes a nivel europeo y mundial.  

• Determinar las funciones, relación y mecanismos de coordinación dentro de la 
gobernanza del sistema sanitario y social a nivel europeo y de la UE y supervisar la 
eficacia de las normas europeas para garantizar la coordinación apropiada.  

• Fortalecer el papel de los interlocutores sociales y el dialogo social en la asistencia 
sanitaria, incluido dentro de la UE.  

• Aplicar cambios fundamentales en el Semestre Europeo a fin de garantizar su 
funcionamiento en pos de mejorar la asistencia sanitaria y social, incluyendo una 
planificación de preparación adecuada ante las crisis sanitarias. 

• Apoyo psicosocial para el personal de sectores esenciales, salud, asistencia sanitaria y 
social, fuerzas de seguridad, etc. Dada la elevada carga de trabajo, las jornadas 
laborales prolongadas y la carga emocional de determinados empleos, están surgiendo 
casos de estrés postraumático, depresión o ansiedad.  

 

2 Financiación e inversión en servicios públicos en general  

El gasto público en bienestar ha sido absolutamente crítico para dar respuesta a la crisis no 
solo en su papel como estabilizador automático sino también para garantizar la protección de 
los más vulnerables.  

Si bien la asistencia sanitaria y social son la principal preocupación, es evidente que hay 
muchos otros servicios públicos que se han visto afectados por la crisis, desde servicios clave 
como son los residuos, el agua y la energía hasta la seguridad social y los servicios de empleo, 
que han sido fundamentales para gestionar las consecuencias derivadas del cierre de grandes 
franjas de la economía. En muchos países, estos servicios y los trabajadores que los prestan se 
vieron manifiestamente afectados por la austeridad que siguió al impulso inicial del gasto 
público como respuesta a la crisis económica y financiera de 2009 y su contribución a la 
economía y sociedad infravalorada durante muchos años. Los trabajadores de la energía han 
mantenido en funcionamiento los hospitales y otras infraestructuras importantes a pesar del 
impacto de la liberalización que ha mermado la capacidad y coordinación de los sistemas 
energéticos. El legado de la austeridad ha perjudicado gravemente y sería devastador si la 
respuesta a la crisis del Covid-19 fuera similar –un estímulo a corto plazo para poner en marcha 
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de nuevo la economía tras años de contención del gasto público, mermaría también las 
medidas para generar una recuperación económica sostenible.  

En muchos casos, se han encarecido los servicios públicos destinados a los ciudadanos, ya 
que se ha reducido el control público sobre la oferta, la demanda y los precios, y se han perdido 
las economías de escala. Hay que dar prioridad a la planificación y prestación públicas, junto a 
una investigación y desarrollo centrados en los objetivos del servicio público y no en el beneficio 
privado.  

En cuanto a la asistencia sanitaria y social, la prioridad debería ser la financiación pública 
apropiada de los servicios de calidad y el empleo de calidad dentro de los servicios públicos y 
no la restricción presupuestaria o la privatización, o la dependencia en las colaboraciones 
público privadas.  

Se debería evitar un aumento de la liberalización de los servicios de interés general y revocar 
las anteriores. Esta pandemia ha expuesto el hecho de que no todos tienen el derecho humano 
al agua, haciendo que algunas personas sean incapaces de cumplir con las recomendaciones 
higiénicas mínimas y sean expuestas a riesgos adicionales. Hay que erradicar esta situación en 
todas las pandemias futuras mediante la prohibición de la liberalización y la exigencia a los 
Estados miembros de que conviertan en una realidad para todos el derecho humano al agua. 

Con la pérdida masiva de ingresos de los municipios, ocasionada por el impacto de las medidas 
para la contención de la pandemia, los gobiernos y la UE deben garantizar en sus planes de 
recuperación la facilidad de acceso a la financiación. Los gobiernos municipales son grandes 
empleadores y, a través de los contratos públicos y las subvenciones, emplean directamente a 
muchas personas.  

La propagación de la pandemia ha puesto de manifiesto las desigualdades a lo largo de la 
sociedad, ya que a menudo son los trabajadores con bajos salarios quienes tienen menor 
probabilidad de desempeñar su labor desde sus hogares y, por lo tanto, se enfrentan a 
despidos, jornadas de trabajo reducidas o bien continúan trabajando aunque, a menudo, con las 
medidas de seguridad necesarias en el trabajo y los desplazamientos diarios. También hay una 
mayor probabilidad de que vivan en viviendas pequeñas y/o saturadas, donde los virus se 
pueden propagar con mayor rapidez. Esto plantea cuestiones serias en torno a la distribución 
del apoyo económico y el equilibrio entre apoyar a las empresas y a los más necesitados.  

La función de la Unión Europea es básica para el debate en torno a la financiación pública de 
los servicios públicos y la inversión pública. La suspensión del Pacto de estabilidad y 
crecimiento y el Pacto fiscal supone una medida positiva para garantizar que los Estados 
miembros no se vean limitados a la hora de aumentar la inversión y el gasto públicos en un 3 % 
y los umbrales de déficit y deuda en un 60 %. La UE necesita que la gobernanza económica y 
social se centre en cambios fundamentales a largo plazo a fin de apoyar una recuperación a 
largo plazo mediante el aumento de la inversión y gasto públicos. Las reformas estructurales en 
la UE y otros países europeos, que a menudo conllevan la privatización, recortes en el gasto 
social y las pensiones, y ataques a la legislación en materia laboral a fin de reducir los salarios, 
no es lo que se necesita.  

 

Puntos clave  

• La revisión fundamental del Pacto de estabilidad y crecimiento y la cancelación del 
Pacto fiscal europeo de la UE, acompañado de una revisión básica de la gobernanza 
económica con el objetivo de centrarse en garantizar la convergencia, reduciendo las 
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desigualdades y coordinando los esfuerzos hacia la innovación, la investigación y la 
cohesión social.  

• Una “regla de oro” para todos los países, que excluya del cálculo de las deudas y los 
déficits áreas específicas de la inversión pública, podría incorporar también un 
tratamiento especial para la financiación pública destinada a la asistencia pública 
sanitaria y social, en potencia al menos durante los próximos diez años.  

• Hay que garantizar la financiación de otras áreas clave de los servicios públicos. 
• Será vital apoyar y mejorar los servicios públicos a fin de abordar los numerosos 

problemas que se han evidenciado durante esta crisis, principalmente, las 
desigualdades económicas y sociales que contribuyen a aumentar los riesgos de salud.  

• La Unión Europea y otros organismos mundiales deben cambiar su visión limitada en 
torno a la financiación pública y el presupuesto equilibrado y reconocer el papel central 
en materia económica y social de los servicios públicos.   

• Existe la necesidad de actuar a fin de apoyar a los Estados más afectados y fortalecer la 
coordinación a nivel paneuropeo. Esto contribuirá a rebatir las opiniones nacionalistas 
que no logran reconocer el impacto económico y social de la pandemia en el conjunto de 
Europa.  

 

3 Financiar la recuperación   

El confinamiento de las sociedades y el cierre de amplios sectores de la actividad económica 
están teniendo una abrumadora repercusión de impacto económico. El colapso en el PIB, que 
oscila entre el 20 % y el 30 % durante el periodo de tres meses de confinamiento, es probable 
que se traduzca en una caída anual del PIB de entre el 5 % y el 10 % en 2020, mucho mayor 
que el descenso medio del 4 % registrado en Europa en 2009 durante el apogeo de la última 
crisis.  

Los gobiernos nacionales han puesto en marcha una serie de medidas de apoyo a la economía 
y protección del empleo que se han complementado con acciones de parte de la Unión 
Europea. La Comisión Europea calcula que estas iniciativas ascienden a un total de más de 4 
trillones de euros, que se desglosan a continuación:   

2450 mil 
millones €  

Medidas nacionales de liquidez (incluyendo algunas adoptadas dentro de la 
suspensión de las normas de Ayuda estatal  

750 mil 
millones €  

La Facilidad de recuperación y resiliencia (672,5 mil millones de euros), además 
de otras medidas presupuestarias (360 mil millones de euros en préstamos)   

330 mil 
millones  € 

Medidas nacionales adoptadas dentro de la flexibilidad de las normas 
presupuestarias de la UE 

240 mil 
millones € 

Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE); Apoyo para los Estados miembros 
ante la crisis de la pandemia  

200 mil 
millones € 

Línea de financiación del Grupo del Banco Europeo de Inversiones para las 
empresas  

100 mil 
millones € 

SURE-Financiación de la UE para los planes de trabajo de jornada reducida de 
la UE  

70 mil 
millones € 

Ayuda presupuestaria directa de la UE 

 

Muchas de estas medidas son en forma de préstamos o garantías de préstamos, en vez de 
transferencias, y no incluyen al Pandemic Emergency Purchase Programme (programa de 
adquisición ante la emergencia de la pandemia) de 750 mil millones de euros procedentes del 

https://ec.europa.eu/info/live-work-travel-eu/health/coronavirus-response/overview-commissions-response_en#economicmeasures
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Banco Central Europeo (BCE) el cual, además de los 120 mil millones de euros ya 
comprometidos, cubre también la adquisición de bonos del sector público y privado. Con ello, se 
contribuyó fundamentalmente a calmar el mercado de bonos a mediados de marzo, cuando se 
produjo un repunte en el rendimiento nominal, que afectó en particular a Grecia e Italia. 

La CES celebra estas medidas, si bien destaca la importancia de que cualquier préstamo a los 
Estados miembros, como la iniciativa MEDE, no debería imponer condiciones como la 
necesidad de llevar a cabo el tipo de reformas estructurales que han sido parte central del 
sistema de gobernanza económica de la UE. Cualquier préstamo debería ser también a muy 
largo plazo, y contemplar la acción del BCE a fin de mantener los tipos de interés bajos. El plan 
de recuperación de la Comisión Europea supone un paso en la dirección correcta con el 
compromiso de elevar los ingresos a nivel europeo para financiar las ayudas y préstamos para 
apoyar a los Estados miembros FP-CGIL, Italia). Sin embargo, existe preocupación en torno a 
que las normas propuestas permitirán a los Estados miembros el bloqueo a la aprobación de los 
planes nacionales de recuperación de otros países en un intento por imponer condiciones 
fiscales o de otra naturaleza. La Unión Europea debe establecer medidas para evitar que esto 
ocurra.  

Queda por ver cómo se materializa la adjudicación de ayudas y préstamos en cada país, pero 
está el riesgo de que aumenten la carga de aquellos países que ya cuentan con unos niveles 
elevados de deuda, por lo que se podrían necesitar más medidas drásticas. Podría incluirse 
algún tipo de condonación, reestructuración o monetización de la deuda. En este último caso, 
supondría un cambio en las competencias del Banco Central Europeo para que de hecho se 
convierta plenamente en una entidad crediticia de última instancia y pueda operar de la misma 
manera que lo hacen los bancos centrales en los países con sus propias monedas. Así se 
abriría la posibilidad de gestionar la deuda como lo hacen las economías de Japón, Reino 
Unido y Estados Unidos, donde los bancos centrales garantizan la adquisición de la deuda 
pública. El interés que paga el banco central se devuelve al gobierno nacional en forma de 
dividendos.  

Si bien, en términos generales, se reconoce la necesidad de un incentivo masivo y urgente para 
la economía en varias modalidades, la cuestión que se plantea es cómo prestar este apoyo a 
las empresas del sector privado. Es una oportunidad para determinar las condiciones que se 
exigirán a las empresas en el cumplimiento de una serie de condiciones sociales y ecológicas 
que contribuirán a transformar nuestras sociedades y economías. Para comenzar, el acceso a 
la financiación pública debe estar restringido a las empresas que respeten los derechos de los 
trabajadores, una retribución salarial digna, la aportación de informes desglosados por países, 
la no utilización de los paraísos fiscales y otras prácticas de evasión fiscal. Los gobiernos deben 
garantizar la supervisión pública apropiada de todos los rescates que podría, en algunos 
países, incluir su representación en los consejos, a fin de evitar la corrupción y una mala 
gestión y comprobar qué inversiones se han hecho. En cuanto a la negociación colectiva y los 
derechos sindicales se deben elaborar otros criterios, así como para la economía baja en 
carbono.  

Existe también la oportunidad de priorizar las acciones en torno al cambio climático en vez 
aprovechar la preocupación en torno a la recuperación económica para posponer las acciones. 
Debe haber disponibilidad de fondos para ayudar a la conversión de las industrias 
ecológicamente perjudiciales, como son los viajes en avión y las industrias automovilística y de 
plásticos. Debería apoyarse a las industrias ecológicas, el reciclaje, la reducción escalada y 
centrarse más en la sostenibilidad, en vez de en el crecimiento. De hecho, hay una combinación 
de evidencias que muestran, por un lado, que los niveles altos de contaminación contribuyeron 
a los problemas de salud subyacentes que hicieron que las personas fueran más vulnerables al 
Covid-19, mientras que de otra parte, la drástica reducción del transporte y otras actividades 
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contaminantes ya han originado importantes mejoras en la calidad del aire. Los criterios para 
los rescates deben también estar asociados a las inversiones que sean pertinentes para el 
clima y no solo a la economía de bajo carbono. Deben incluir el componente relativo a la 
transición justa. 

 

Puntos clave  

• Se considera que el alcance del impacto económico será mucho mayor que el de la 
crisis económica y financiera, por lo que se requerirá de una acción coordinada a una 
escala mayor.  

• Es satisfactorio el préstamo de la UE para financiar 750 mil millones de euros en ayudas 
y préstamos, pero será fundamental la forma en que se adjudican, concretamente el 
elemento de ayudas. 

• Para los países más golpeados, podrían ser necesarias medidas más radicales, que 
incluyeran, por ejemplo, préstamos a plazo muy largo con intereses favorables y un 
compromiso a plazo más largo para la adquisición de bonos del BCE, a fin de evitar que 
su capacidad de recuperación a más largo plazo no se vea impedida por una carga 
mayor de deuda. 

• Las acciones a nivel de la Unión Europea no deben fundamentarse en la exigencia a los 
Estados miembros de que lleven a cabo reformas estructurales. y los Estados miembros 
no deberían bloquear la aprobación de planes nacionales de recuperación de otros 
países o imponer condiciones fiscales o de otra naturaleza 

• La ayuda de financiación pública a las empresas privadas debería fundamentarse en 
una serie de condiciones sociales y ecológicas, incluyendo las medidas fiscales.  

 

4 Financiación pública a más largo plazo  

Por lo general, las medidas de apoyo económico introducidas en muchos países incluyen el 
aplazamiento de impuestos para las empresas que han sido golpeadas por la crisis.  Aunque 
pueda ser aceptable como iniciativa a corto plazo para las pequeñas empresas y autónomos, el 
reto consistirá en garantizar que no se quede enquistada en las respuestas a la crisis a más 
largo plazo. Las medidas basadas en la deuda y la flexibilización cuantitativa, aunque son útiles 
para financiar una emergencia de salud pública, podrían no ser sostenibles a la larga. El nivel y 
alcance de la fiscalidad tienen que ser reconsiderados fundamentalmente a fin de permitir un 
nuevo enfoque en torno a las finanzas públicas mediante una fiscalidad progresiva, 
transparente y efectiva desde sus premisas básicas, y la utilización del dinero público se 
relacione estrechamente con actividades útiles a nivel social y ecológico. Se requiere una 
acción urgente para abordar la tradicional carencia de justicia fiscal, que ha contribuido a 
aumentar las desigualdades y el deterioro de los servicios públicos.  

En años recientes, las repetidas revelaciones sobre la forma en que las empresas e individuos 
ricos hacen uso de los paraísos fiscales y el aprovechamiento de otros medios para reducir sus 
obligaciones fiscales han impulsado más iniciativas para la revisión de la legislación en materia 
fiscal y eliminar algunas de las lagunas aunque, lamentablemente, a menudo no han sido 
suficientes o no se han llegado a aplicar todavía. 

Unos sistemas tributarios más progresivos podrían incluir impuestos sobre la propiedad o el 
patrimonio, así como algún tipo impositivo más elevado para los impuestos sobre sociedades y 
la renta. La Comisión Europea ha hablado mucho sobre transferir la fiscalidad sobre el 
rendimiento laboral hacia otras formas, como son los impuestos sobre las emisiones de 
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carbono, aunque ello no debería impedir un régimen tributario sobre la renta más progresivo, 
con tipos impositivos más elevados para las rentas más altas y los beneficios empresariales, así 
como el debate sobre el mantenimiento de los tipos impositivos más reducidos para los ingresos 
más bajos, en vez de aumentar los umbrales antes de tributar cualquier impuesto.  

A nivel de la Unión Europea, quedan por mejorar las propuestas de directivas sobre la 
información desglosada por países (CBCR) y sobre una base consolidada común para el 
impuesto de sociedades (CCCTB) y ser adoptadas por el Consejo, si bien se han convertido en 
muy urgentes, al igual que la necesidad de garantizar un mínimo de tasa del 25 % para los 
impuestos de sociedades a fin de evitar la tendencia a la baja de los impuestos de sociedades y 
lograr sistemas tributarios más equilibrados entre el capital y el rendimiento laboral.  

Además de actuar de forma más drástica sobre los paraísos fiscales, cuya definición de la UE 
sigue siendo inapropiada, es necesario introducir normas efectivas para la fiscalidad de los 
ingresos y beneficios de las empresas digitales, que figuran entre las principales corporaciones 
y que han visto incrementados sus beneficios, por no mencionar su auge, desde el inicio de la 
crisis. 

Una de las respuestas a la última crisis fue el respaldo creciente a favor de un impuesto sobre 
las transacciones financieras (FTT), que no solo se consideró como una medida para aumentar 
el potencial de la fuente de ingresos a nivel europeo, sino también como medida para regular la 
forma en que opera el sector financiero. Aunque se ha paralizado el desarrollo de este 
impuesto, esta vez, podría haber un gran entendimiento acerca de la necesidad de coordinar 
las medidas de la UE para sustentar la recuperación y la posibilidad potencial de revisar la idea 
de un impuesto europeo, que podría fundamentarse en las rentas más elevadas y/o el 
patrimonio personal, sin excluir también medidas fiscales para las sociedades.   

 

Puntos clave  

• A nivel de la UE, y como objetivo a corto plazo, acabar con las lagunas fiscales y evitar 
las nuevas, reforzar la demanda de que se haga efectiva la aplicación de CBCR pública, 
la CCCTB y una tasa impositiva mínima del 25 %, el impuesto sobre las transacciones 
financieras y el relanzamiento de la propuesta de un impuesto digital de la UE, mediante 
una directiva clave para su creación en cada país.  

• La necesidad urgente de incentivar las finanzas públicas tanto a nivel nacional como 
europeo garantiza el debate sobre una serie de medidas posibles que podrían incluir la 
introducción de un impuesto progresivo en la Unión Europea sobre el patrimonio que se 
destine a un fondo de emergencia para asistir a las personas con menos recursos.   

• Considerar un nuevo impuesto (a corto plazo) de la Unión Europea sobre los dividendos, 
la idea de un impuesto digital de la UE, con una directiva clara para su creación en cada 
país. 

• Aumentar los tipos impositivos nacionales sobre las rentas más elevadas, por ejemplo, 
entre el 60 y el 70 % sobre el equivalente de unos ingresos superiores a 250 000 euros. 

• Reducir el IVA de bienes esenciales (por ejemplo, la exención del IVA sobre los equipos 
de protección individual y otro material de protección), como parte del cambio hacia una 
fiscalidad más progresiva.  

• Invertir en las administraciones públicas fiscales y laborales donde, entre 2008 y 2018, 
se han perdido casi 100 000 puestos laborales en los 28 países europeos, con muchos 
de estos trabajos todavía amenazados. 
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• Reflexionar sobre cómo rebatir las afirmaciones de que las reducciones fiscales son una 
forma óptima de dar dinero en efectivo a las personas para que puedan gastar y 
reactivar la economía.  

 

5 Fortalecimiento de la negociación colectiva y dialogo social y los derechos de los 
trabajadores de los servicios públicos y sindicatos 

La OIT ha establecido un plan de cuatro puntos para dar respuesta a la crisis, que incluye la 
demanda de fortalecer el dialogo social, la negociación colectiva y las relaciones, las 
instituciones y los procesos laborales. De hecho, en muchos países, con Italia como ejemplo 
excelente, los sindicatos han desempeñado un papel clave en la respuesta a la crisis, en la 
negociación de acuerdos sobre salud y seguridad y sobre las jornadas laborales reducidas, 
entre otras medidas. En Suecia, los sindicatos de servicios públicos ya habían negociado un 
nuevo convenio que cubre la retribución salarial, la jornada laboral y las situaciones de 
emergencia, y que entró en vigor por primera vez en el servicio de salud en Estocolmo. 
 
En marcado contraste, los gobiernos de Hungría y Polonia se han aprovechado de la situación 
para impulsar una legislación que debilita los derechos sindicales y de negociación colectiva. 
Otros gobiernos, como Lituania y Croacia, han considerado dichas medidas pero han dado 
marcha atrás ante la oposición política y sindical.  
 
En años recientes, los sindicatos de servicios públicos, concretamente los que organizan la 
asistencia sanitaria y social, han estado haciendo campaña en relación con el personal, 
destacando el exceso de trabajo y el agotamiento de los trabajadores, quienes tratan de 
compensar la insuficiencia de dotación de personal. Aunque en muchos países la situación es 
grave dentro de la asistencia sanitaria, existen también problemas en otros sectores como el 
penitenciario. La incapacidad para resolver estos problemas ha contribuido a intensificar el 
impacto del COVID-19 y pone de manifiesto la importancia para la agenda de negociación 
colectiva de lograr niveles de personal seguros y efectivos así como, por supuesto, contar con 
derechos de negociación colectivos sólidos que aporten mejoras en las condiciones salariales y 
laborales, y contribuyan también a abordar los problemas de personal.  

Es fundamental que, durante la recuperación de la que se ha definido como la peor crisis 
económica de todos los tiempos, los trabajadores no se vean forzados a elegir entre unas 
condiciones laborales seguras y dignas y la posibilidad solo de mantener su empleo. La 
amenaza es que los empleadores presionarán duro a favor de cambios negativos en los 
salarios, la jornada laboral y otras condiciones, ya que reclaman “sacrificios” para generar 
crecimiento. Lo rechazamos.  

 

Puntos clave  

• Los sindicatos y la negociación colectiva deberían ser fundamentales en los esfuerzos 
por abordar la crisis, en vez de verse debilitados por las medidas destinadas a reducir 
los derechos de los trabajadores con el pretexto de las leyes de emergencia y luchar 
contra cualquier intento de reducir los salarios de los trabajadores o adoptar cualquier 
otra medida unilateral en detrimento de los funcionarios civiles y de los trabajadores de 
servicios público. 

• Se debe consultar a los trabajadores y sus representantes sindicales sobre las 
evaluaciones de riesgo obligatorias en materia de salud y seguridad en el lugar de 
trabajo, tal y como se establece en las legislaciones nacionales pertinentes y en la de la 
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UE de 1989, y que se reiteró en la guía de la Agencia de Seguridad y Salud en el 
Trabajo de la Unión Europea sobre el COVID-19, y sobre el retorno a la actividad 
laboral;  

• Ante riesgos graves de infección, los sindicatos y trabajadores necesitan apoyo cuando 
abandonan su puesto laboral ante un peligro grave o inminente, como garantiza el 
derecho contemplado en muchos de los sistemas jurídicos nacionales, así como en la 
Directiva sobre salud y seguridad de la UE de 1989.  

• El relanzamiento del dialogo social sectorial de la Unión Europea para sectores como la 
salud y los cuidados en concreto, donde es esencial abordar temas como la formación y 
la salud y seguridad ocupacionales, y garantizar la preparación ante futuras pandemias, 
además de abordar la debilidad estructural que ha ocasionado demasiadas infecciones y 
muertes entre el personal sanitario.   

• La Comisión Europea debería valorar mejor la función de la negociación colectiva, el 
dialogo social sectorial a nivel nacional y de la Unión Europea. Los derechos sobre la 
información y consulta han demostrado su contribución y la Comisión Europea debería 
reconsiderar su rechazo a aplicar el acuerdo de las Administraciones centrales sobre los 
derechos de los trabajadores a la información y consulta en materia de reestructuración 
mediante un proyecto de directiva para ser aprobado en el Consejo.  

• Los gobiernos, en estrecha consulta con los sindicatos, deberían eliminar todas las 
excepciones a los trabajadores del sector público de las normas mínimas sociales de la 
Unión Europea, como un reconocimiento concreto a su inestimable función a la hora de 
dar respuesta y prevenir la propagación del Covid-19. 

 

6 Nuevas modalidades de empleo  

Entre las respuestas a la crisis del Covid-19 figuran cambios importantes en los acuerdos 
laborales como es, especialmente, el cambio masivo hacia el teletrabajo. A menudo, se ha 
realizado con poca antelación, sin procedimientos adecuados que garanticen la salud y 
seguridad o, a falta de equipos apropiados o cualquier compensación pertinente. Esto ha 
permitido el mantenimiento de miles de puestos de trabajo y asegurado el funcionamiento 
continuo de los servicios públicos, contribuyendo a reducir los desplazamientos de ida y vuelta 
al lugar de trabajo, así como a las reuniones, facilitando la reducción de la congestión y 
contaminación ambientales. Sin embargo, las medidas de emergencia no deberían convertirse 
en la norma y son necesarios procesos adecuados de negociación a fin de garantizar un 
suministro apropiado de equipos, formación y protocolos de salud y seguridad y la 
compensación adecuada de los costes, incluidos los planes de seguros relativos a los 
accidentes durante el teletrabajo. 

Aunque el teletrabajo puede ofrecer oportunidades para mejorar la conciliación de la vida 
laboral y familiar, debería introducirse fundamentándose en un acuerdo con los sindicatos. Los 
empleadores pueden potencialmente ahorrar de manera considerable mediante la reducción del 
espacio de las oficinas, pero esto no debería ser a expensas de la salud y seguridad de los 
trabajadores en general o hacerlo sin medidas específicas que aborden los riesgos 
psicosociales y la necesidad de desconexión. El cambio hacia el teletrabajo cuando se produce 
el cierre de los colegios plantea también cuestiones sobre la repercusión que tiene sobre las 
mujeres, quienes en algunos países europeos componen la mayoría de la población activa del 
sector público, con un aumento de la presión a fin de combinar los cuidados con el trabajo. 
Existe también el riesgo aumentado de la violencia doméstica cuando las parejas tienen que 
estar confinadas durante largo periodos. Las autoridades públicas tienen que adoptar medidas, 
aunque también pueden ayudar los acuerdos negociados. El reconocimiento de la 
administración pública debería ser adecuadamente planificado con vistas a explorar nuevas 
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modalidades de trabajo y garantizar la mejora de la eficacia y la conciliación de la vida laboral y 
privada.  

Para muchos trabajadores del servicio público la respuesta al virus ha exigido jornadas 
laborales más prolongadas, concretamente, cuando los compañeros infectados y las 
cuarentenas han alejado de sus puestos laborales a más personal laboral. Los empleadores del 
servicio público deben negociar con los sindicatos las innovaciones en cuanto a la organización 
del trabajo y, en concreto, las medidas para solucionar los problemas derivados de la crisis, 
como es el incremento del estrés y la presión surgidas de la ansiedad y el aislamiento social 
relacionados con la pandemia. Los trabajadores no deberían tener que enfrentarse al 
agotamiento y demás efectos negativos asociados al hecho de estar en línea durante periodos 
de tiempo excesivos. La utilización del smart working (trabajo inteligente) debe convertirse en 
una herramienta para mejorar la conciliación de la vida laboral y familiar y garantizar el derecho 
a la desconexión, la seguridad de datos y la participación sindical. Los cambios radicales a 
corto plazo, como el trabajo de jornadas reducidas deberían generar alguna reflexión acerca de 
cómo se aborda la jornada laboral a plazo más largo y la respuesta a cualquier crisis futura. 
Deberá evaluarse también el impacto de los servicios públicos en línea en relación con el 
acceso y la calidad de los servicios prestados a los ciudadanos en una situación vulnerable.  

 

Puntos clave  

• Negociar la innovación en la organización del trabajo y abordar los problemas asociados 
al incremento del estrés y la presión derivados de la ansiedad y el aislamiento social 
relacionados con la pandemia, y explorar el potencial del derecho a trabajar desde el 
hogar y otras modalidades inteligentes de trabajo.  

Cualquier cambio a largo plazo hacia el teletrabajo o el trabajo ágil o inteligente necesita ser 
acordado partiendo de la negociación colectiva, incluido el derecho a la desconexión.  

La crisis ha planteado cuestiones en torno a la distribución de la jornada laboral y sobre los 
acuerdos relativos a la emergencia, que comprenden las condiciones salariales y laborales que 
deben ser objeto de negociación de cambios potenciales a largo plazo.  

 

7 La Eurozona, la Unión Europea y la Europa ampliada  –propuestas para un reajuste   

La crisis del Covid-19 exigió una respuesta efectiva y coordinada a nivel europeo, pero las 
instituciones de la Unión Europea no estuvieron totalmente al nivel del desafío. Las iniciativas 
nacionales anticiparon a menudo la acción a nivel de la Unión Europea, que fue obstaculizada 
por la ausencia de unidad y solidaridad entre los Estado miembros. El papel clave de la Unión 
Europea como coordinador quedó limitado también por los recursos y la falta de claridad en 
cuanto a su función en materia de política de salud. La ausencia de cooperación en torno a los 
equipos de protección individual (EPI) y la oposición a la futura mutualización de la deuda a 
través de cualquier modalidad de eurobonos corre el riesgo de dejar un daño duradero, 
principalmente en países como Italia y España, que tuvieron que afrontar algunos de los peores 
brotes. Esto amenaza con acrecentar un sentimiento contrario a la Unión Europea y permite a la 
extrema derecha ganar terreno.   

Debe mejorarse la coordinación a otros países europeos y a nivel mundial a través de la OMS, 
que debe ser reformada con un aumento de la financiación pública, en vez de privada, y una 
mejora del control público. La FSESP participará en los debates a nivel de la UE en torno a la 
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Unión europea de la salud. En relación con esto, la FSESP reclama a la Comisión Europea que 
plantee cuestiones junto a la OMS sobre la necesidad de una orientación que garantice la 
protección de los trabajadores, asegurando que los trabajadores de primera línea obtengan el 
equipo de protección individual como, por ejemplo, respiradores y no solo mascarillas. Las 
recomendaciones de la OMS sobre salud pública y las medidas sociales en el lugar de trabajo 
se han elaborado sin la involucración de los trabajadores y las relativas a la distancia social, la 
evaluación de riesgo y la estrategia de los test son inadecuadas para salvaguardar la vida de 
los trabajadores y su bienestar. 

 

Dentro de la Eurozona, el desafío sigue siendo que sea convincente el argumento de que es 
necesaria una acción radical para la mutualización de la deuda, y la función y competencias del 
Banco Central Europeo, cuestionando la forma en que ambas instituciones funcionan en 
términos de responsabilidad democrática. 

Los ataques a los derechos sindicales y de los trabajadores al amparo de las leyes de 
emergencia ponen de manifiesto la importancia de aplicar las normas de la OIT. Esto plantea la 
cuestión de cómo se pueden aplicar de manera más efectiva dentro de la Unión Europea y el 
papel de esta en la respuesta frente a los ataques a los derechos fundamentales, incluyendo en 
relación con los países candidatos y los países vecinos.  

En este sentido, el Consejo de Europa podría desempeñar también una función y, además, a la 
luz de las recomendaciones que han constatado su utilidad en relación con los servicios 
penitenciarios o los destinados a los refugiados dentro de las políticas más generales de la 
Unión Europea.  

En respuesta al impacto de la pandemia sobre los inmigrantes, refugiados y los continuos flujos 
de personas hacia Europa, debería fortalecerse la red Eucare y realizarse una encuesta sobre 
el impacto del Covid-19 sobre los trabajadores migrantes y refugiados que comprenda la salud 
así como sus condiciones de vida y laborales. En esta cuestión el núcleo de la política sindical 
europea debería ser la nueva política europea migratoria, incluyendo el cambio en las normas 
de Dublín, incluso en este tiempo de crisis. 

 
 

8 Comunicación, presión y campaña   

Este documento destaca los cambios principales que se requieren en las instituciones y las 
políticas a fin de garantizar una respuesta integral a la crisis. El desafío será la aplicación de 
una serie de comunicaciones e iniciativas de presión y campaña para impulsarlos. Entre los 
temas clave a considerar, figuran:  

La necesidad de que el mensaje sea claro y desarrollar una serie de eslóganes/temas clave 
como Luchar por un futuro para todos, anteponiendo las personas y el planeta a los beneficios, 
un nuevo pacto social y verde para el futuro.   

La lucha contra una vuelta a la austeridad será clave, y será valioso revisar y reutilizar los 
estudios anteriores que criticaban la austeridad. 
 
Frente a una nueva austeridad, serán cruciales las actividades de campaña y movilización de la 
resistencia. Se incluirán nuevas técnicas y métodos sobre cómo presionar a los gobiernos y las 
instituciones europeas, aprendiendo de la experiencia de las afiliadas con diferentes iniciativas 



 
POLITICAS PARA LA RECUPERACION Y EL CAMBIO COMO RESPUESTA A LA PANDEMIA 

 

17 

como una campaña mediante fotos, peticiones, las reuniones públicas virtuales con políticos, 
etc. Aunque por algún tiempo es probable que sea imposible celebrar grandes manifestaciones, 
serán importantes la acción común y la coordinación de la acción sindical, además de otras 
iniciativas, como las actuaciones legales, que deben ponerse sobre la mesa, principalmente 
cuando los sindicatos se enfrenten a la imposición de la austeridad, incluyendo las amenazas 
de recortes o congelaciones salariales y cuando se afronten las mismas presiones de parte de 
las instituciones internacionales, tanto la Unión Europea como el Fondo Monetario Internacional 
o ante una nueva modalidad de Troika. 
Se ha demostrado que trabajar en coaliciones puede ser importante para impulsar  demandas 
clave como ha sido la experiencia de varias iniciativas en torno al comercio, la contratación 
pública, el derecho al agua y el derecho a la energía. Hay una serie de organismos, como los 
que hacen campaña contra la pobreza, la justicia fiscal, el green deal y otras cuestiones donde 
la cooperación impulsará la capacidad de presión y campaña de la FSESP.  
 

Existe el potencial de generar partiendo del apoyo expresado a los trabajadores del servicio 
público y, por ejemplo, instaurar algún tipo de homenaje que perdure, como convertir el 23 de 
junio (Día mundial de los trabajadores del servicio público) en un Día europeo para el recuerdo 
a los sacrificios y dedicación de todos los trabajadores de los servicios públicos; reclamar que 
sea una festividad europea o mundial y utilizarlo nosotros como una jornada de acción anual a 
favor de los derechos de los trabajadores del servicio público y los servicios públicos de calidad.  

 


